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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 1 de 
diciembre de 2023, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyyy, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde 
a sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 

DICTAMEN 490/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 20 de noviembre de 2023 tuvo entrada en este Consejo 

Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos en una 
caída por el mal estado de la calzada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 23 de noviembre de 

2023, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 490/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la Consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 11 de septiembre de 2023 Dña. yyyy presenta una 

reclamación de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, 
debido a los daños y perjuicios sufridos en un percance ocurrido el 26 de 
abril de 2023 en una vía pública de esa localidad. Expone el siguiente relato 
de los hechos: “cuando la reclamante paseaba en compañía de su esposo 
D. (…) y, otras dos personas, por el barrio del ccc1, donde tienen una 
vivienda en la calle ccc2, número 22, al llegar a la altura de la esquina de la 
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calle ccc2 con ccc3, al comprobar que se aproximaba un vehículo pesado, se 
dirigieron hacia la acera, momento en el que una de las dos muletas que 
precisa la reclamante para caminar se introdujo en una arqueta que estaba 
cubierta por maleza y hojarasca, penetrando como un metro en la arqueta y 
provocando que la reclamante perdiera el equilibrio y se cayera causándose 
lesiones en el fémur y cadera (…)”.  

 
Reclama una indemnización de 62.467,35 euros (16.169,06 euros por 

lesiones temporales y 46.298,29 euros por secuelas, a salvo de lo que resulte 
de la posterior revisión médica prevista para noviembre de 2023). 

 
Adjunta el informe de Urgencias y otros informes médicos, el atestado 

de la Guardia Civil (tras la denuncia presentada por el marido de la lesionada 
el 5 de mayo de 2023), el auto de sobreseimiento provisional y archivo de las 
actuaciones penales seguidas tras ello, un informe médico de valoración del 
daño corporal de 20 de agosto de 2023 y una declaración de no haber sido 
indemnizado ni haber interpuesto otra reclamación por los mismos hechos. 

 
Segundo.- Previo informe de la Secretaría del Ayuntamiento sobre la 

legislación aplicable y el procedimiento a seguir para tramitar la reclamación, 
el 19 de septiembre de 2023 se admite a trámite la reclamación y se nombra 
instructora del procedimiento. 

 
Tercero.- El 21 de septiembre de 2023 el técnico jefe del Servicio de 

Mantenimiento del Ayuntamiento emite informe sobre el estado de la vía y 
las circunstancias en las que sucedió el percance (tras entrevistarse con el 
marido de la lesionada) y concluye que no existe relación de causalidad entre 
las lesiones sufridas y el funcionamiento del servicio público. 

 
Cuarto.- El 2 de octubre la aseguradora del Ayuntamiento (ssss) 

informa que, a la vista de la información existente, no existe responsabilidad 
patrimonial. 

 
Quinto.- El 3 de octubre la reclamante presenta la factura de la 

ambulancia, por importe de 350,00 euros, que añade a la cuantía reclamada. 
 
Sexto.- El 5 de octubre la instructora formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación. 
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Séptimo.- Solicitado el dictamen de este Consejo, la consulta no se 
admitió a trámite al no haberse concedido el preceptivo trámite de audiencia 
a la reclamante. 

 
Octavo.- Concedido el trámite de audiencia, el 24 de octubre la 

reclamante presenta alegaciones en las que discrepa del contenido de los 
informe emitidos, afirma que los huecos de los imbornales existentes son 
peligrosos (señala que están “constantemente tapados por maleza y por 
hojarasca”); que no existen pasos de peatones suficientes para cambiar de 
acera; que las aceras “se encuentran en un estado lamentable, (…) lo que 
representa un problema para una persona que depende de muletas”; y que 
el Ayuntamiento, al indicar que está previsto “el cambio de sistemas de 
imbornales para proteger los huecos existentes”, reconoce que el estado de 
la vía no es el adecuado. Por ello, reitera la pretensión resarcitoria. 

 
Noveno.- El 11 de noviembre de 2023 se formula propuesta de 

resolución desestimatoria de la reclamación, al considerar que no existe nexo 
causal entre los daños sufridos y el funcionamiento del servicio público. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen 
en relación con los expedientes de responsabilidad patrimonial. 
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3ª.- La reclamante está legitimada para presentar la reclamación. La 
competencia para resolver la reclamación corresponde al Alcalde, sin perjuicio 
de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a los artículos 
21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo segundo, de 
la LPAC.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 
1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de 
forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, 
en el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, 
que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un 
servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la 
reclamación se presente antes de que transcurra un año desde el momento 
en que se produjo el hecho causante. 

 
En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación 
de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en 
la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto se 
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reproduce casi de forma literal en el artículo 223 del Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
No obstante, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de la 

responsabilidad patrimonial, al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquel que pueda producirse. El Tribunal 
Supremo ha declarado, en su Sentencia de 5 de junio de 1998, que “la 
prestación por la Administración de un determinado servicio público y la 
titularidad por parte de aquélla de la infraestructura material para su 
prestación no implica que el vigente sistema de responsabilidad patrimonial 
objetiva de las Administraciones Públicas convierta a éstas en aseguradoras 
universales de todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier eventualidad 
desfavorable o dañosa para los administrados que pueda producirse con 
independencia del actuar administrativo, porque de lo contrario, como 
pretende el recurrente, se transformaría aquél en un sistema providencialista 
no contemplado en nuestro ordenamiento jurídico”. Doctrina que el Tribunal 
Supremo ha mantenido posteriormente en Sentencias de 13 de septiembre 
de 2002, 30 de septiembre y 14 de octubre de 2003, o 17 de abril de 2007. 

 
También ha declarado el Tribunal Supremo, de forma reiterada, que 

no es acorde con el referido sistema de responsabilidad patrimonial objetiva 
su generalización más allá del principio de causalidad, de manera que, para 
que exista aquélla, es imprescindible la existencia de nexo causal entre la 
actuación de la Administración y el resultado lesivo o dañoso producido. En 
este sentido, la Sentencia de 13 de noviembre de 1997 ya señaló que “aun 
cuando la responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la 
jurisprudencia de esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, 
no lo es menos que ello no convierte a la Administración en un responsable 
de todos los resultados lesivos que puedan producirse por el simple uso de 
instalaciones públicas, sino que, como antes señalamos, es necesario que 
esos daños sean consecuencia directa e inmediata del funcionamiento 
normal o anormal de aquélla”. Criterio mantenido, más recientemente, en la 
sentencia 418/2018, de 15 de marzo, de la Sala Tercera del mismo Tribunal, 
y en la sentencia 125/2018, de 30 de julio, de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo (Sala de Burgos) del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León. 

 
Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 

aquellos casos en que los daños sean consecuencia del funcionamiento de 
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los servicios públicos, sin que baste a estos efectos que los daños aparezcan 
con motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos. 

 
Ha de tenerse en cuenta asimismo la jurisprudencia según la cual “la 

imprescindible relación de causalidad entre la actuación de la Administración 
y el resultado dañoso producido puede aparecer bajo formas mediatas, 
indirectas y concurrentes, aunque admitiendo la posibilidad de una 
moderación de la responsabilidad en el caso de que intervengan otras causas, 
la cual debe tenerse en cuenta en el momento de fijarse la indemnización. El 
hecho de la intervención de un tercero o una concurrencia de concausas 
imputables, unas a la Administración y otras a personas ajenas, e incluso al 
propio perjudicado, imponen criterios de compensación o de atemperar la 
indemnización a las características o circunstancias concretas del caso 
examinado”. E igualmente la que sostiene “la exoneración de responsabilidad 
para la Administración, a pesar del carácter objetivo de la misma, cuando es 
la conducta del propio perjudicado o la de un tercero la única determinante 
del daño producido aunque hubiese sido incorrecto el funcionamiento del 
servicio público”. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, la reclamante alega que los daños 

se produjeron al introducir una muleta en el hueco de un imbornal que había 
junto al bordillo de la calzada, y caer al suelo. 

 
Los indicios probatorios obrantes en el expediente permiten tener por 

cierto que los hechos ocurrieron por la causa relatada en la reclamación. 
 
Es cierto que, tras afirmarse en el escrito de denuncia presentado ante 

la Guardia Civil que paseaban con “dos amigos”, estos no se han identificado 
ni por el propio denunciante ni por la reclamante, por lo que el único testigo 
es el marido de la reclamante. Pero también lo es que el principio testis 
unus, testis nullus está desterrado de nuestro sistema valorativo, si bien 
obliga a que en tales casos el testigo sea examinado con rigor, habida cuenta 
de su posible interés subjetivo. No se trata de negar por completo validez al 
testigo único, sino que, cuando concurre un sólo testimonio y la decisión del 
procedimiento ha de basarse exclusivamente en él, es preciso un completo 
análisis del testigo y una adecuada fundamentación acerca de su credibilidad 
ya que la obligación de motivar las resoluciones también alcanza a la 
fundamentación fáctica. 

 
En este sentido, sería por completo irrazonable exigir una mayor carga 

probatoria a la reclamante, ya que sería tanto como pretender que en un 
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percance hubiera siempre testigos y que, además, estos no fueran conocidos 
o familiares, es decir una probatio diabólica inadmisible. 

 
De acuerdo con ello, se considera que los indicios probatorios obrantes 

en el expediente (incluidas las fotografías de una ambulancia en el lugar del 
percance y la entrevista del esposo de la reclamante con el técnico jefe del 
Servicio de Mantenimiento) permiten, en este caso, tener por acreditada la 
causa del daño; y así lo admite la Administración consultante, que no ha 
cuestionado la veracidad de los hechos. 

 
Sentado lo anterior, el Consejo Consultivo comparte el criterio de la 

Administración consultante y considera que la reclamación debe desestimarse. 
 
Tanto en la reclamación como en el escrito de denuncia presentado 

ante la Guardia Civil se afirma que la reclamante y su esposo paseaban por 
la calzada y que el percance se produjo cuando se dirigía hacia la acera (ya 
que venía un vehículo pesado de obra) e introdujo la muleta en un imbornal 
que había en la calzada, junto al bordillo, que, según afirma, estaba cubierta 
de maleza y hojarasca. 

 
 El informe del técnico jefe del Servicio de Mantenimiento señala que 
“los imbornales de la calle ccc2 son los mismos que hay por toda la 
urbanización”; que “es una urbanización iniciada hace muchos años”; que “el 
sistema de imbornales que se hacía antiguamente era éste”; que “dicha 
urbanización en la actualidad está sin terminar”; y que “en la actualidad están 
previstas las obras de saneamiento, donde están previstas entre otras cosas, 
el cambio de sistemas de imbornales para proteger los huecos existentes, 
cuyos proyectos aprobados han sido notificados a todos los propietarios y 
han sido públicamente anunciados”. Señala que la reclamante y su esposo 
“tienen conocimiento después de muchos años transitando por la urbanización 
de la situación de la misma y de los inconvenientes existentes en ella al no 
haberse finalizado todos los trabajos de urbanización”. Y concluye afirmando 
que no existe relación de causalidad entre las lesiones y el funcionamiento 
del servicio público. 
 
 La afirmación (no desvirtuada por la reclamante) de que los imbornales 
existentes eran acordes con el tiempo en el que se urbanizó la zona, así 
como el hecho de que está pendiente obras de saneamiento que incluirá el 
cambio del sistema de imbornales, no permite apreciar incumplimiento por 
parte de la Administración de su obligación de mantener en buen estado de 
conservación las vías públicas, máxime cuando los imbornales se encuentran 
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en la calzada y junto al bordillo, en un lugar no habilitado para el tránsito de 
personas y que no afecta a la circulación de vehículos. 
 
 No obsta lo anterior la alegación de que las aceras se encontraban en 
mal estado para la deambulación, ya que, de las fotografías obrantes en el 
expediente no se infiere que su pavimento, más allá de un deterioro propio 
del paso del tiempo, se encontrara en un estado tal que no permitiera caminar 
por él.  
 
 Pero este Consejo ha señalado de forma reiterada que la calzada es 
una zona que no está específicamente preparada para el tránsito de peatones, 
sino para el de vehículos, lo cual implica que el pavimento no tiene las 
mismas características que las zonas destinadas legal y reglamentariamente 
a la circulación de peatones. Uno de los riesgos previsibles de transitar por la 
calzada sería la existencia de deficiencias de diverso grado, originadas o no 
por el tráfico, las cuales, constituyendo imperfecciones del pavimento, 
podrían considerarse tolerables para la circulación de vehículos, en la medida 
que por su ubicación, configuración y dimensiones no la perturbarían de 
modo significativo. Incluso cabría entender que constituiría un riesgo que ha 
de afrontar el peatón que cruza o transita por la calzada irregularmente, la 
existencia de deficiencias en su estado de conservación, que, aun implicando 
un cierto obstáculo para la circulación de vehículos, son previsibles en ellas, 
en la medida que su reparación no suele ser automática y está sujeta a las 
previsiones que a tal fin se contemplan en los presupuestos de las entidades 
que tienen a su cargo su conservación. No serían, por el contrario, riesgos 
que debería asumir el peatón incumplidor los derivados de circunstancias 
ajenas a las expuestas, que supusieran, en definitiva, un peligro totalmente 
imprevisible en una calzada o de todo punto intolerable para vehículos o 
peatones. 

 
 Cierto es que el imbornal se encontraba en la calzada, pero también lo 
es que se trata del sistema existente en la fecha que se urbanizó la zona, y, 
por tanto, su configuración era esa, no se trata de una deficiencia. Además, 
su ubicación junto al bordillo no perturba el tráfico de vehículos, por lo que 
no se aprecia que exista infracción del estándar exigible al servicio público 
viario.  
 
 En este caso, se considera que la conducta de la reclamante fue 
determinante del percance sufrido, ya que paseaba por la calzada, lugar no 
habilitado para ello, e introdujo la muleta en el imbornal existente en la 
propia calzada cuando se dirigía a la acera para dejar paso a un vehículo que 
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circulaba. El elemento causante de la caída constituiría, a juicio de este 
Consejo, uno de esos riesgos que debe asumir quien transita por la calzada 
contraviniendo la normativa de circulación. Junto a ello, no puede obviarse 
que la reclamante y su esposo, según manifiesta el informe técnico, eran 
conocedores de las circunstancias de la vía, ya que afirma que “tienen 
conocimiento después de muchos años transitando por la urbanización de la 
situación de la misma y de los inconvenientes existentes en ella”. 

 
A la vista de lo expuesto puede concluirse que el origen del accidente 

es un descuido o falta de atención de la víctima, hecho que interrumpe el 
nexo de causalidad entre los daños sufridos y el funcionamiento del servicio 
público. Por lo que la reclamación debe desestimarse. 
 
  

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos en una 
caída por el mal estado de la calzada. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


